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El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Prorróguese hasta el 31 de diciembre de 2005,
la vigencia de los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10,
11 y 17 de la Ley 716 de 2001.

Parágrafo. La Procuraduría General de la Nación y demás
autoridades disciplinarias realizarán, en el marco de lo dispuesto
por la Ley 734 de 2001, las correspondientes investigaciones en
contra de los representantes legales y miembros del máximo
órgano colegiado dirección, donde aplique, por no haber
adelantado el proceso de saneamiento contable de las entidades
y organismos públicos bajo su dirección en la vigencia inicial
de la ley, con base en los informes remitidos por la Contaduría
General de la Nación, la Contraloría General de la República o
por la autoridad fiscal correspondiente.

Artículo 2°. Modifíquese y adiciónese al artículo 4° de la Ley
716 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 4°. Depuración de saldos contables. Las entidades
públicas llevarán a cabo las gestiones necesarias que permitan
depurar los valores contables que resulten de la actuación
anterior, cuando corresponda a alguna de las siguientes
condiciones:

a) Valores que afecten la situación patrimonial y no representen
derechos, bienes u obligaciones ciertos para la entidad;

b) Derechos u obligaciones que no obstante su existencia no
es posible realizarlos mediante la jurisdicción coactiva;

c) Derechos u obligaciones respecto de los cuales no es
posible ejercer su cobro o pago, por cuanto opera alguna causal
relacionada con su extinción, según sea el caso;

d) Derechos u obligaciones que carecen de documentos
soporte idóneos a través de los cuales se puedan adelantar los
procedimientos pertinentes para obtener su cobro o pago;

e) Cuando no haya sido legalmente posible imputarle a
alguna persona el valor por la pérdida de los bienes o derechos;

f) Cuando evaluada y establecida la relación costo beneficio
resulte más oneroso adelantar el proceso de que se trate;

g) Los inmuebles que carecen de título de propiedad idóneo
y respecto de los cuales sea necesario llevar a cabo el proceso
de titulación para incorporar o eliminar de la información
contable, según corresponda.

Parágrafo 1°. Para efectos del cumplimiento de lo dispuesto
en esta ley, las entidades podrán contratar la realización del
proceso de depuración contable con contadores públicos, firmas
de contadores o con universidades que tengan facultad de
contaduría pública debidamente reconocida por el Gobierno
Nacional.

Parágrafo 2°. Los derechos y obligaciones de que trata el
presente artículo, y cuya cuantía sea igual o inferior a cinco (5)
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salarios mínimos legales mensuales vigentes, solo requerirán
de prueba sumaria para que sean depurados de los registros
contables de las entidades públicas.

Parágrafo 3°. Las entidades estatales para relacionar las
acreencias a su favor pendientes de pago deberán
permanentemente en forma semestral, elaborar un boletín de
deudores morosos, cuando el valor de las acreencias supere un
plazo de seis (6) meses y una cuantía mayor a cinco (5)
salarios mínimos legales vigentes. Este boletín deberá contener
la identificación plena del deudor moroso, bien sea persona
natural o jurídica, la identificación y monto del acto generador
de la obligación, su fecha de vencimiento y el término de
extinción de la misma.

Las personas que aparezcan relacionadas en este boletín no
podrán celebrar contratos con el Estado, ni tomar posesión de
cargos públicos, hasta tanto demuestren la cancelación de la
totalidad de las obligaciones contraídas o acrediten la vigencia
de un acuerdo de pago.

El boletín será remitido al Contador General de la Nación
durante los primeros diez (10) días calendario de los meses de
Junio y Diciembre de cada anualidad fiscal. La Contaduría
General de la Nación consolidará y posteriormente publicará
en su página Web el boletín de deudores morosos del Estado, los
días 30 de julio y 30 de enero del año correspondiente.

La Contaduría General de la Nación expedirá los certificados
de que trata el presente parágrafo a cualquier persona natural o
jurídica que lo requiera. Para la expedición del certificado el
interesado deberá pagar un derecho igual al tres por ciento (3%)
del salario mínimo legal mensual vigente. Para efectos de
celebrar contratos con el Estado o para tomar posesión del
cargo será suficiente el pago de derechos del certificado e
indicar bajo la gravedad del juramento, no encontrarse en
situación de deudor moroso con el erario o haber suscrito
acuerdos de pago vigentes.

La Contraloría General de la República y demás órganos de
control fiscal verificarán el cumplimiento por parte de las
entidades estatales de la presente obligación.

Artículo 3°. Titulación de bienes inmuebles. Para dar
cumplimiento al literal g) del artículo 4° de la Ley 716 de 2001,
las entidades públicas podrán obtener título de propiedad
idóneo, respecto de aquellos bienes inmuebles que aparezcan
registrados contablemente, y de los cuales se carezca del
derecho de dominio, o que, teniéndolo por expresa disposición
legal, carezcan de identidad catastral y de existencia jurídica en
el registro inmobiliario, siempre que se cumpla alguno de los
siguientes requisitos:

a) Que el bien inmueble objeto de titulación se encuentre
plenamente identificado, de acuerdo con la reglamentación
catastral y de registro vigentes;

b) Que el ente público haya ejercido la ocupación o posesión
del inmueble con ánimo de dueño por un período no menor a
diez (10) años;

c) Que el bien esté destinado a la prestación de un servicio
público o afectado a proyectos de desarrollo en beneficio de la
comunidad;

d) Cuando el bien ocupado o poseído esté registrado a
nombre de otra entidad pública, para lo cual se procederá a
realizar la respectiva transferencia, mediante acta, suscrita por
los representantes legales de las entidades involucradas, la cual
por sí sola será título registrable para la transferencia de la
propiedad;

e) Cuando se trate de bienes cuyo titular sea una colectividad,
la comunidad o un tercero público o privado, cuya intención es
trasladar el dominio a título gratuito, en favor de la entidad u
organismo público, se procederá a la suscripción del instrumento
respectivo ante la autoridad notarial correspondiente;

f) El acta de liquidación del contrato de obra o el documento
que haga sus veces, bastará para incorporar o depurar la
información contable respecto de las construcciones que carecen
de título de propiedad idóneo, a la fecha de entrada en vigencia
de la presente ley.

Artículo 4°. Derechos notariales, gastos de registro e
impuestos. Solo para los efectos de cumplimiento de la presente
ley, los procesos de titulación de bienes inmuebles de que trata
su artículo 4°, no se causará ningún valor por concepto de
derechos notariales, de registro, ni impuestos.

Artículo 5°. Avalúos y avaluadores. Solo para los efectos de
la presente ley, y sin perjuicio de la competencia que en materia
de avalúos corresponde al Instituto Geográfico Agustín Codazzi
y a los catastros municipales, distritales y departamentales
autorizados por la ley, los avalúos que se requieran para los
trámites de titulación de inmuebles no tendrán costo alguno,
serán realizados por personas pertenecientes a una lista cuya
integración corresponderá elaborar a la Superintendencia de
Notariado y Registro, con sujeción a los requisitos de idoneidad
profesional, solvencia moral, independencia y responsabilidad,
en los términos que determine el Gobierno Nacional. Dicho
proceso lo podrán realizar Universidades Públicas.

Artículo 6°. Apoyo Financiero al Saneamiento Contable.
Para llevar a cabo el proceso de saneamiento contable, las
entidades públicas que lo requieran podrán contratar créditos
en condiciones blandas, con entidades financieras públicas de
redescuento del nivel nacional o territorial, o Instituto de
Fomento y Desarrollo Regional, quienes implementarán una
línea de crédito para tal fin, de acuerdo con lo establecido en las
Leyes 358 de 1997 y 617 de 2000.

Artículo 7°. Verificación del saneamiento contable. La
Contaduría General de la Nación solicitará, en cualquier
momento, durante la vigencia de la presente ley, información
relativa al proceso de saneamiento contable de las entidades
públicas, y realizará inspecciones y verificaciones a los sistemas
contables de las mismas, para determinar que se hayan cumplido
a satisfacción las disposiciones relacionadas con el proceso de
saneamiento contable y, en consecuencia, que los entes públicos
suministran información contable que refleja la realidad
económica, financiera y social.

Artículo 8°. Modifíquese y adiciónese el artículo 5° de la Ley
716 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 5°. Competencia y responsabilidad administrativa.
La responsabilidad sobre la depuración de los valores contables
estará a cargo del Jefe o Director de la entidad; tratándose de
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entidades del sector central de conformidad con la
reglamentación que para el efecto expida el Gobierno Nacional.
En los organismos descentralizados de los distintos órdenes la
competencia recaerá sobre el máximo organismo colegiado de
dirección, llámese consejo directivo, junta directiva, consejo
superior o quienes hagan sus veces y por el director, el gerente
o el presidente, según se denomine.

Parágrafo 1°. Los Jefes o Directores de entidades y los
comités, juntas o consejos directivos deberán informar
detalladamente anualmente sobre la depuración al Congreso de
la República, asambleas departamentales y concejos municipales
y distritales sobre el resultado de la gestión realizada para el
cumplimiento de la presente ley, cuando se deriven de
actuaciones en el sector nacional, departamental, distrital y
municipal respectivamente.

Parágrafo 2°. Los servidores públicos competentes serán
responsables administrativa y disciplinariamente en el evento
en que la entidad pública que representan, no haya utilizado o
haya utilizado indebidamente, las facultades otorgadas por la
presente ley para sanear la información contable pública y
revelar en forma fidedigna su realidad económica y financiera.

Artículo 9°. Modifíquese y adiciónese el artículo 8° de la Ley
716 de 2001, el cual quedará así:

Artículo 8°. Vigilancia y control. Las oficinas y Jefes
de Control Interno, Auditores o quien haga sus veces de
conformidad con lo establecido en los artículos 2°, 3° y 12,
de la Ley 87 de 1993, deberán evaluar en forma separada,
independiente y objetiva el cumplimiento de la presente
ley, informando a la máxima autoridad competente del
organismo o entidad sobre las deficiencias o irregularidades
encontradas.

Los órganos de control fiscal, en el ámbito de su
jurisdicción, revisarán y evaluarán la gestión, los estudios,
documentos y resultados que amparan las acciones y
decisiones de las entidades Públicas en aplicación de la

presente ley, para lo cual realizarán auditorías de carácter
especial.

Artículo 10. Para garantizar el recaudo de los derechos
generados por la expedición de los certificados relacionados
con el boletín de los deudores morosos establecidos en esta ley,
la Dirección General del Presupuesto del Ministerio de Hacienda
y Crédito Público, asignará un código de identificación rentística
en la estructura de la unidad presupuestal correspondiente a la
Unidad Administrativa Especial, UAE, Contaduría General de
la Nación.

Artículo 11. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige
a partir de la fecha de su publicación, su vigencia será hasta
el treinta y uno (31) de diciembre de dos mil cinco (2005),
con excepción del parágrafo 3° del artículo 4° y el artículo
17 de la Ley 716 de 2001 y los artículos 10 y 11 de la presente
ley y deroga las demás normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C, a 26 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

LEY 902 DE 2004

(julio 26)

por la cual se adicionan algunos artículos de la Ley 388 de 1997 y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 15 de la Ley 388 de 1997 quedará así:

Artículo 15. Normas urbanísticas. Las normas urbanísticas
regulan el uso, la ocupación y el aprovechamiento del suelo y
definen la naturaleza y las consecuencias de las actuaciones
urbanísticas indispensables para la administración de estos
procesos. Estas normas estarán jerarquizadas de acuerdo con
los criterios de prevalencia aquí especificados y en su contenido
quedarán establecidos los procedimientos para su revisión,

ajuste o modificación, en congruencia con lo que a continuación
se señala.

En todo caso los municipios que integran áreas metropolitanas
deberán ajustarse en su determinación a los objetivos y criterios
definidos por la Junta Metropolitana, en los asuntos de su
competencia.

1. Normas urbanísticas estructurales

Son las que aseguran la consecución de los objetivos y
estrategias adoptadas en el componente general del plan y en las
políticas y estrategias de mediano plazo del componente urbano.
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Prevalecen sobre las demás normas, en el sentido de que las
regulaciones de los demás niveles no pueden adoptarse ni
modificarse contraviniendo lo que en ellas se establece, y su
propia modificación solo puede emprenderse con motivo de la
revisión general del plan o excepcionalmente a iniciativa del
alcalde municipal o distrital, con base en motivos y estudios
técnicos debidamente sustentados. Por consiguiente, las normas
estructurales incluyen, entre otras:

1.1 Las que clasifican y delimitan los suelos, de acuerdo con
lo establecido en el Capítulo IV de esta ley.

1.2 Las que establecen áreas y definen actuaciones y
tratamientos urbanísticos relacionadas con la conservación y el
manejo de centros urbanos e históricos; las que reservan áreas
para la construcción de redes primarias de infraestructura vial
y de servicios públicos, las que reservan espacios libres para
parques y zonas verdes de escala urbana y zonal y, en general,
todas las que se refieran al espacio público vinculado al nivel
de planificación de largo plazo.

1.3 Las que definan las características de las unidades de
actuación o las que establecen criterios y procedimientos para
su caracterización, delimitación e incorporación posterior,
incluidas las que adoptan procedimientos e instrumentos de
gestión para orientar, promover y regular las actuaciones
urbanísticas vinculadas a su desarrollo.

1.4 Las que establecen directrices para la formulación y
adopción de planes parciales.

1.5 Las que definan las áreas de protección y conservación
de los recursos naturales y paisajísticos, las que delimitan zonas
de riesgo y en general, todas las que conciernen al medio
ambiente, las cuales en ningún caso, salvo en el de la revisión
del plan, serán objeto de modificación.

2. Normas urbanísticas generales

Son aquellas que permiten establecer usos e intensidad de
usos del suelo, así como actuaciones, tratamientos y
procedimientos de parcelación, urbanización, construcción e
incorporación al desarrollo de las diferentes zonas comprendidas
dentro del perímetro urbano y suelo de expansión. Por
consiguiente, otorgan derechos e imponen obligaciones
urbanísticas a los propietarios de terrenos y a sus constructores,
conjuntamente con la especificación de los instrumentos que se
emplearán para que contribuyan eficazmente a los objetivos del
desarrollo urbano y a sufragar los costos que implica tal
definición de derechos y obligaciones.

En razón de la vigencia de mediano plazo del componente
urbano del plan, en ellas también debe establecerse la
oportunidad de su revisión y actualización e igualmente, los
motivos generales que a iniciativa del alcalde permitirán su
revisión parcial. En consecuencia, además de las regulaciones
que por su propia naturaleza quedan contenidas en esta
definición, hacen parte de las normas urbanísticas:

2.1 Las especificaciones de aislamientos, volumetrías y
alturas para los procesos de edificación.

2.2 La determinación de las zonas de renovación,
conjuntamente con la definición de prioridades, procedimientos
y programas de intervención.

2.3 La adopción de programas, proyectos y macroproyectos
urbanos no considerados en el componente general del plan.

2.4 Las características de la red vial secundaria, la localización
y la correspondiente afectación de terrenos para equipamientos
colectivos de interés público o social a escala zonal o local, lo
mismo que la delimitación de espacios libres y zonas verdes de
dicha escala.

2.5 Las especificaciones de las redes secundarias de
abastecimiento de los servicios públicos domiciliarios.

2.6 Las especificaciones de las cesiones urbanísticas gratuitas,
así como los parámetros y directrices para que sus propietarios
compensen en dinero o en terrenos, si fuere del caso.

2.7 El señalamiento de las excepciones a estas normas para
operaciones como macroproyectos o actuaciones urbanísticas
en áreas con tratamientos de conservación, renovación o
mejoramiento integral para las cuales se contemplen normas
específicas a adoptar y concertar, en su oportunidad, con los
propietarios y comunidades interesadas, estableciendo los
parámetros, procedimientos y requisitos que deben cumplirse
en tales casos excepcionales.

2.8 Las demás previstas en la presente ley o que se consideren
convenientes por las autoridades distritales o municipales.

3. Normas complementarias

Se trata de aquellas relacionadas con las actuaciones,
programas y proyectos adoptados en desarrollo de las previsiones
contempladas en los componentes general y urbano del plan de
ordenamiento, y que deben incorporarse al Programa de
ejecución que se establece en el artículo 18 de la presente ley.
También forman parte de este nivel normativo, las decisiones
sobre las acciones y actuaciones que por su propia naturaleza
requieren ser ejecutadas en el corto plazo y todas las regulaciones
que se expidan para operaciones urbanas específicas y casos
excepcionales, de acuerdo con los parámetros, procedimientos
y autorizaciones emanadas de las normas urbanísticas generales.
Entre otras, pertenecen a esta categoría:

3.1 La declaración e identificación de los terrenos e inmuebles
de desarrollo o construcción prioritaria.

3.2 La localización de terrenos cuyo uso es el de vivienda de
interés social y la reubicación de asentamientos humanos
localizados en zonas de alto riesgo.

3.3 Las normas urbanísticas específicas que se expidan en
desarrollo de planes parciales para unidades de actuación
urbanística y para otras operaciones como macroproyectos
urbanos integrales y actuaciones en áreas con tratamientos de
renovación urbana o mejoramiento integral, que se aprobarán
de conformidad con el artículo 27 de la presente ley.

Parágrafo. Las normas para la urbanización y construcción
de vivienda no podrán limitar el desarrollo de programas de
vivienda de interés social, de tal manera que las especificaciones
entre otros de loteos, cesiones y áreas construidas deberán estar
acordes con las condiciones de precio de este tipo de vivienda.

Parágrafo 2°. Los planes de ordenamiento territorial de los
municipios y distritos, no podrán establecer usos compatibles
entre servicios de alto impacto referidos a la prostitución y
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actividades afines, con usos para vivienda y dotacionales
educativos. El Gobierno Nacional reglamentará la materia en
un término no mayor de sesenta (60) días.

Artículo 2°. El artículo 28 de la Ley 388 de 1997 quedará así:

Artículo 28. Vigencia y revisión del plan de ordenamiento.
Los planes de ordenamiento territorial deberán definir la vigencia
de sus diferentes contenidos y las condiciones que ameritan su
revisión en concordancia con los siguientes parámetros:

1. El contenido estructural del plan tendrá una vigencia de
largo plazo, que para este efecto se entenderá como mínimo el
correspondiente a tres (3) períodos constitucionales de las
administraciones municipales y distritales, teniendo cuidado
en todo caso de que el momento previsto para su revisión
coincida con el inicio de un nuevo período para estas
administraciones.

2. Como contenido urbano de mediano plazo se entenderá
una vigencia mínima correspondiente al término de dos (2)
períodos constitucionales de las administraciones municipales
y distritales, siendo entendido en todo caso que puede ser
mayor si ello se requiere para que coincida con el inicio de un
nuevo período de la administración.

3. Los contenidos urbanos de corto plazo y los programas de
ejecución regirán como mínimo durante un (1) período
constitucional de la administración municipal y distrital, habida
cuenta de las excepciones que resulten lógicas en razón de la
propia naturaleza de las actuaciones contempladas o de sus
propios efectos.

4. Las revisiones estarán sometidas al mismo procedimiento
previsto para su aprobación y deberán sustentarse en parámetros
e indicadores de seguimiento relacionados con cambios
significativos en las previsiones sobre población urbana; la
dinámica de ajustes en usos o intensidad de los usos del suelo;
la necesidad o conveniencia de ejecutar proyectos de impacto
en materia de transporte masivo, infraestructuras, expansión de
servicios públicos o proyectos de renovación urbana; la ejecución
de macroproyectos de infraestructura regional o metropolitana
que generen impactos sobre el ordenamiento del territorio

municipal o distrital, así como en la evaluación de sus objetivos
y metas del respectivo plan.

No obstante lo anterior, si al finalizar el plazo de vigencia
establecido no se ha adoptado un nuevo plan de ordenamiento
territorial, seguirá vigente el ya adoptado.

5. Las autoridades municipales y distritales podrán revisar y
ajustar los Planes de Ordenamiento Territorial o sus componentes
una vez vencido el período constitucional inmediatamente
anterior.

En las revisiones de los Planes de Ordenamiento se evaluará
por los respectivos Alcaldes los avances o retrocesos y se
proyectarán nuevos programas para el reordenamiento de los
usos de servicios de alto impacto referidos a la prostitución y su
incompatibilidad con usos residenciales y dotacionales
educativos.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación, y deroga las normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de
Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C, a 26 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial,

Sandra Suárez Pérez.

LEY 903 DE 2004

(julio 26)

por la cual se hacen algunas modificaciones a la Ley 769 de 2002.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el parágrafo 1° del artículo 27 de
la Ley 769 de 2002 el cual quedará así:

Parágrafo 1°. El Ministerio de Transporte determinará un
período no mayor de seis (6) meses, en el cual se permitirá el
cambio de servicio particular a público de los vehículos tipo
volqueta, camperos y vehículos de carga de dos (2) ejes hasta
de cuatro (4) toneladas.

El Ministerio de Transporte reglamentará en un término de
sesenta (60) días, a partir de la promulgación de la presente ley,
el cambio de servicio de particular a público, teniendo en cuenta
las siguientes consideraciones:

1. Por ser zonas rurales o suburbanas de difícil acceso para
el servicio de carga y pasajeros por parte de empresas habilitadas
por el Ministerio de Transporte.

2. Por tratarse de un servicio que es debidamente atendido
por empresas habilitadas para ese tipo de transporte.
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3. En el caso de transporte, que por sus características requieran un tipo
especial de vehículos.

En ningún caso se podrá cambiar de clase un vehículo automotor.

Adiciónase un parágrafo nuevo al artículo 27 de la Ley 769 de 2002.

Parágrafo nuevo. En los términos establecidos en el presente artículo,
el Ministerio de Transporte reglamentará el cambio de servicio público
tipo taxi a servicio particular.

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo del artículo 37 de la Ley 769 de
2002, el cual quedará así:

Parágrafo. De ninguna manera se podrá hacer un registro inicial de
un vehículo usado, excepto cuando se trate de: ambulancias, buses o
busetas, y vehículos de bomberos, siempre que estos sean donados por
entidades extranjeras públicas o privadas y que no tengan una vida de
servicio superior a quince (15) años, a cualquier entidad territorial o
entidades públicas nacionales y territoriales. El Ministerio de Transporte
reglamentará en un término no mayor a noventa (90) días, posteriores a
la sanción de esta ley, los criterios y las condiciones técnicas en las que
se podrán recibir estos vehículos, para garantizar la seguridad y
operatividad, así como las limitaciones para su uso.

En el caso del departamento de San Andrés, Providencia y Santa
Catalina, se podrá realizar el registro inicial de vehículos usados ante el

organismo de tránsito respectivo, a partir de los modelos 1998 en
adelante.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C, a 26 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Transporte,

Andrés Uriel Gallego Henao.

LEY 904 DE 2004

(julio 27)

por medio de la cual se declara de interés social, cultural y deportivo el Festival de Verano de Bogotá.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Declarar de interés social, cultural y deportivo dentro de
un marco nacional, el “Festival de Verano de Bogotá, D. C.”.

Artículo 2°. El Festival de Verano de Bogotá, D. C., se realizará en el
mes de agosto de cada año para conmemorar la fundación de la ciudad.

Artículo 3°. El Festival de Verano de Bogotá, D. C., se desarrollará
como una manifestación propia de la “Identidad Cultural” de la ciudad,
por lo tanto, sus actividades sociales, culturales y deportivas, deben estar
encaminadas a tal fin, destacando la diversidad étnica y cultural que
integra la ciudad.

Artículo 4°. El Festival de Verano de Bogotá, D. C., se presentará
como el resultado de un proceso de formación social, cultural y deportivo,
haciendo énfasis en un trabajo de participación, con la población
escolarizada y desescolarizada, los adultos mayores sean o no pensionados
y demás comunidades organizadas.

Artículo 5°. El Festival de Verano de Bogotá, D. C., debe desarrollarse
dentro de un marco de descentralización de eventos, con el fin de lograr una
mayor participación de la población de la ciudad, aprovechando los espacios
públicos y deportivos en cada una de las localidades, con el apoyo de las
respectivas juntas administradoras locales y demás asociaciones, pero
manteniendo los sitios tradicionales de convocatoria Distrital.

Artículo 6°. Dentro del marco del Festival de Verano de Bogotá, D. C.,
la Cámara de Comercio de la ciudad, otorgará el premio “Ciudad de
Bogotá”, como reconocimiento a las personas o instituciones destacadas
el último año en los ámbitos social y cultural y deportivo.

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de la fecha de su expedición.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Germán Vargas Lleras.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Alonso Acosta Osio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C, a 27 de julio de 2004.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Cultura,

María Consuelo Araújo Castro.

INFORMES  DE  COMISION  AL  EXTERIOR
Bogotá, D. C., 27 de julio de 2004

P1.1-050-04

Doctor

ANGELINO LIZCANO RIVERA

Secretario General

Cámara de Representantes

Bogotá, D. C.

Respetado doctor:

Por instrucciones de la señora Presidenta de la Cámara de
Representantes, doctora Zulema Jattin Corrales, para su información y
fines competentes remito a usted los siguientes documentos:

– Informe de comisiones al exterior presentado por la Secretaría
General de la DIAN, correspondiente al período comprendido entre
enero y julio de 2004.
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– Informe de comisiones al exterior presentado por la Secretaría
General del Departamento Nacional de Planeación, DNP y correspondiente
al primer semestre de 2004.

Cordial saludo,
La Secretaria Privada, Presidencia,

Adriana Martínez Beltrán.

* * *
DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES
680001-
Bogotá, D. C., 26 de julio de 2004
Doctora
ZULEMA DEL CARMEN JATTIN CORRALES

Presidente Cámara de Representantes

Su despacho

Asunto: Informe comisiones al exterior

Cordial saludo, doctora Zulema.

En cumplimiento de la Circular número 09 del 29 de mayo de 2000,
expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, de manera
atenta remito informe de comisiones al exterior tramitadas de enero a
julio de 2004.

Hasta otra oportunidad.

La Secretaria General DIAN,

Maritza del Socorro Quintero Jiménez.

COMISIONES AL EXTERIOR
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El subsecretario de Recursos Financieros,
Luis Alberto Garavito Matéus.

*   *   *
DEPARTAMENTO NACIONAL DE PLANEACION

SRH 0707
Bogotá, D. C., 23 de julio de 2004
Doctor
ZULEMA DEL CARMEN JATTIN CORRALES
Presidenta Cámara de Representantes
Bogota, D. C.
Respetada doctora Zulema del Carmen:
En desarrollo del numeral 3 del artículo 135 de la Constitución Política y del artículo 255 de la Ley 5ª de 1992, me permito hacer llegar a esa

honorable Mesa Directiva la información relacionada con las comisiones al exterior cumplidas por funcionarios del Departamento Nacional de
Planeación, durante el primer semestre de 2004.

Cordialmente,
La Secretaria General,

Ana Lucía Gutiérrez Guingue.
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Bogotá, D. C., 22 de julio de 2004

P1.1-013-04

Doctor

ANGELINO LIZCANO RIVERA

Secretario General

Cámara de Representantes

Bogotá, D. C.

Respetado doctor:

Por instrucción de la señora Presidenta de la Cámara de Representantes,
doctora Zulema Jattin Corrales, para su información y fines competentes,
remito a usted los siguientes oficios:

– Informe de Comisiones al Exterior, presentado por el Superintendente
de Industria y Comercio, correspondiente al período comprendido entre
el 20 de febrero y el 16 de julio de 2004.

– Informe de Comisiones al Exterior, presentado por el Superintendente
Bancario (E), correspondiente al período comprendido entre el 1° de
enero y el 30 de junio de 2004.

Cordial saludo,

La Secretaria Privada, Presidencia,

Adriana Martínez Beltrán.

SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO
Bogotá, D. C.
111
Honorables Representantes
Miembros de la Mesa Directiva
Cámara de Representantes
Capitolio Nacional
Calle 10 con carreras 7ª y 8ª
Bogotá, D. C.
Asunto: Trámite 311
Evento 322
Actuación 411
Folios 003
Honorables Representantes:
En cumplimiento a lo establecido por el artículo 255 de la Ley 05 de 1992,

adjunto la relación de las comisiones al exterior realizadas por los funcionarios
de la Superintendencia de Industria y Comercio durante el período
comprendido entre el 20 de febrero de 2004 y el 16 de julio de 2004.

Con oficio 04015628 del 23 de febrero de 2004, se informó a esa Mesa
Directiva las comisiones asignadas del 18 de julio de 2003 al 19 de
febrero de 2004.

Atentamente,
El Superintendente de Industria y Comercio,

Jairo Rubio Escobar.
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SUPERINTENDENCIA BANCARIA DE COLOMBIA

4400

Bogotá,  D. C.

Señores

Mesa Directiva

Cámara de Representantes

Capitolio Nacional

Carrera 7ª calles 8 y 9

Ciudad

Referencia: 1999016001

773 Correspondencia informativa

31 Remisión de información

Con anexos.

Honorables Representantes:

En cumplimiento de lo establecido en el artículo 255 de la Ley 5ª

de 1992, en concordancia con el artículo 138 de la Constitución

Política de Colombia, de manera atenta me permito hacer llegar la

información relacionada con las comisiones al exterior conferidas a

los funcionarios de esta Superintendencia, en el período comprendido

entre el 1° de enero y el 30 de junio de 2004.

Cordialmente,

El Superintendente Bancario (E.),

Segismundo Méndez Méndez.
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